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    En 1996 la Argentina adoptó la soja transgénica como parte central de su estrategia de desarrollo. Hoy es el tercer productor y exportador mundial de cultivos transgénicos. Su soja, modificada para tolerar el glifosato, cubre la mitad de la superficie cultivable del país y representa un tercio de sus exportaciones. La soja ha traído consigo modernización y crecimiento económico, pero también un tremendo daño ecológico y social: desplazamiento rural, concentración de la propiedad de la tierra, inseguridad alimentaria, deforestación y problemas de salud por la exposición a agroquímicos. En Las semillas del poder, Amalia Leguizamón explora por qué muchos argentinos apoyan la soja transgénica a pesar del daño que produce. La autora revela cómo la agroindustria, el Estado y sus aliados mediáticos y científicos despliegan narrativas de distribución económica, experiencia científica e identidad nacional para obtener la conformidad de los residentes rurales más vulnerables. Y demuestra que la soja transgénica opera como una herramienta de poder para lograr consentimiento, legitimar injusticias y acallar posibles disensos.
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    Introducción


    “Hacemos la mejor agricultura del mundo”. Leo se refería a los argentinos. Él es ingeniero agrónomo y profesor en el colegio agrotécnico local. Lo conocí en diciembre de 2009 en Flores, un pequeño pueblo rural situado a 270 kilómetros al este de la ciudad de Buenos Aires.1 Leo y su esposa se habían mudado al campo después de toda una vida en la capital del país, buscando un ritmo de vida más tranquilo para criar a sus tres pequeños hijos. Flores es un pueblo chico, una cuadrícula perfecta de ocho cuadras por cinco en el corazón de la pampa, las famosas praderas argentinas, de donde nacen las historias de los gauchos errantes y de los bifes de nivel internacional. Comparado con Buenos Aires, que con doce millones de habitantes es una de las ciudades más grandes del mundo, Flores puede parecer la imagen perfecta de la vida pastoral. Es un pueblo seguro y tranquilo, y todos los vecinos se saludan al cruzarse. La naturaleza lo rodea. El verde de los campos se mezcla con los patios de las casas. Apenas al atravesar sus puertas se extiende una vasta e interminable vista de verde que se pierde en el horizonte hasta encontrarse con un amplio cielo azul.


    Este mar verde son las explotaciones de soja. En dos décadas, la Argentina ha experimentado una rápida transformación agraria basada en la adopción temprana y la implementación intensiva de la soja transgénica. Estos cultivos han sido genéticamente modificados para tolerar la pulverización con herbicidas basados en el glifosato, una biotecnología desarrollada y comercializada por Monsanto (ahora Bayer) como Roundup Ready (RR). La Argentina adoptó la soja resistente al glifosato en 1996 como parte central de su estrategia nacional de desarrollo basada en la extracción de recursos naturales para la exportación. La soja transgénica cubre la mitad de la tierra cultivable del país y representa un tercio del total de sus exportaciones. Después de los Estados Unidos y Brasil, la Argentina es el tercer mayor productor y exportador de cultivos transgénicos. El “boom sojero” se celebra en el país y en el extranjero por traer modernización y crecimiento económico (Leguizamón, 2014; Newell, 2009).


    La Argentina promociona el modelo de la soja transgénica como un completo éxito. En los principales periódicos, los titulares anuncian ganancias que baten récords y exclaman: “Solo la biotecnología salvará al mundo”.2 Los planes de desarrollo nacional se centran en la biotecnología transgénica. Actores estatales y corporativos presentan la soja transgénica como el “maná” prometido para resolver el hambre y la pobreza global, mientras la Argentina reivindica su rol como “granero del mundo”. En los pueblos rurales de la región pampeana, la gente proclama: “Todos vivimos del campo”, y elogia la economía sojera. Incluso los sectores urbanos se alían con la población rural cuando el gobierno propone elevar los impuestos a la exportación, que podrían limitar la producción de soja.


    Pero si bien el boom sojero ha generado crecimiento económico, también ha producido un tremendo daño social y ecológico.3 Los pequeños pueblos rurales como Flores están desapareciendo a medida que los lugareños migran a pueblos y ciudades rurales más grandes, atraídos por el empleo y las comodidades de la vida urbana. La tierra se ha concentrado en manos de unos pocos grandes agronegocios que cultivan extensas áreas con la ayuda de tecnología de vanguardia y una cantidad comparativamente pequeña de mano de obra altamente especializada. La soja ha desplazado no solo a los cultivos tradicionales, como el trigo, sino también a la ganadería, lo cual conduce a la inseguridad alimentaria. La expansión norte de la frontera agraria sobre la región chaqueña ha provocado una rápida deforestación a gran escala que ha devastado ecosistemas y amenazado medios de vida. La violencia contra campesinos e indígenas se está intensificando, a la vez que los riesgos para la salud provenientes de la exposición a agroquímicos también están en aumento. A lo largo de los pueblos rurales, los médicos argentinos han documentado un incremento de casos de leucemia, cáncer, abortos espontáneos y malformaciones en recién nacidos. 


    Alrededor del mundo, los transgénicos han encontrado una fuerte resistencia (Magdoff y Tokar, 2010; Motta, 2014; Stone, 2010). En Brasil, India y Sudáfrica, grandes coaliciones de campesinos, estudiantes, científicos y consumidores se han organizado para cuestionar la biotecnología transgénica y han planteado importantes interrogantes sobre el impacto de los cultivos genéticamente modificados y el uso de agroquímicos (Motta, 2016; Scoones, 2008; Patel, 2008). En Canadá y México, los agricultores han presentado demandas judiciales contra Monsanto por casos de contaminación genética de sus cultivos (Fitting, 2011; Kinchy, 2012). En India, los agricultores han quemado semillas de Monsanto en piras después de que el nivel de deuda por compra de semillas hubiera llevado a muchos agricultores al suicidio (Patel, 2008). En Francia, los pequeños agricultores se han organizado para cuestionar los cultivos transgénicos, el libre comercio y la agricultura industrial (Heller, 2013). A lo largo de la Unión Europea se han aprobado leyes más estrictas para regular los cultivos genéticamente modificados y los agroquímicos bajo el principio de precaución. Los transgénicos están prohibidos en Francia y Alemania, y son estrictamente etiquetados en el Reino Unido.4 En California, los trabajadores rurales se han organizado para defenderse de los riesgos sanitarios surgidos de la deriva de pesticidas en los cultivos industriales a gran escala (Harrison, 2011). Cada vez más, en los Estados Unidos, consumidores urbanos lideran el activismo anti-transgénico en favor de alimentos orgánicos y la justicia alimentaria (Alkon, 2014). 


    Por el contrario, en la Argentina no ha habido campañas o coaliciones organizadas a nivel nacional contra los organismos genéticamente modificados (GMO por sus siglas en inglés: genetically modified organisms) (Lapegna, 2016; Leguizamón, 2016b; Motta, 2016; Newell, 2009). Si bien han surgido algunos movimientos locales para protestar por los peligros para la salud producto de la deriva agroquímica y organizaciones campesinas e indígenas han sido explícitas en su posición contra la deforestación y el despojo violento de sus tierras, sus demandas urgentes siguen siendo en su mayoría ignoradas. Estos grupos, incluso, han tenido dificultades para lograr el apoyo de quienes sufren directamente el impacto negativo de esas prácticas. La mayoría de la población rural que vive cerca de las explotaciones de soja tiene poco y nada de poder de decisión sobre la producción agrícola y, además, no saca provecho de la soja transgénica; de hecho, soportan la carga de la exposición a los agroquímicos en sus cuerpos y en sus vidas. Entonces, ¿por qué no se ha movilizado un mayor número de ellos para detener o, al menos, desacelerar el ritmo de expansión de la soja transgénica? ¿Por qué, frente a la injusticia ambiental, donde la bibliografía y el sentido común nos llevarían a esperarlo, la gente no resiste? ¿Y por qué, en llamativo contraste con el sentimiento anti-transgénico que predomina en el mundo, la Argentina se muestra complaciente ante la expansión a gran escala del cultivo de la soja transgénica? Ese es el rompecabezas que este libro se propone resolver.


    ***


    Las semillas del poder cuenta la historia de la rápida transformación agraria de la Argentina, basada en la adopción temprana y la implementación intensiva de soja transgénica resistente al glifosato. Lo que revela esta historia es cómo actores poderosos son capaces de obtener apoyo para implementar el extractivismo como modelo nacional de desarrollo socioeconómico y promover la inacción ante la injusticia ambiental. Utilizo el caso de la adopción de la soja transgénica en la Argentina para analizar lo que yo llamo las sinergias del poder, que crean y legitiman el sufrimiento, la desigualdad social y la degradación ambiental.


    Para comprender este proceso, tenemos que entender la historia y la configuración de la economía política argentina, así como su cultura nacional. La Argentina es un país en desarrollo que desde fines del siglo XIX ha dependido de las exportaciones agrarias para obtener ingresos externos. Como muchos otros en el continente, este país latinoamericano no ha podido liberarse de su pasado colonial como sociedad “exportadora de naturaleza” –como ha dicho Fernando Coronil (1997) a propósito de la dependencia petrolera de Venezuela–. Para ese vínculo duradero ha sido fundamental un programa de reestructuración neoliberal que, a finales del siglo XX, relajó las regulaciones para primero permitir una producción de soja transgénica a gran escala, y luego hacer más fácil esa producción, y más rentable. Finalmente, las materias primas no tradicionales –como la soja– han alcanzado precios internacionales altísimos a lo largo de la primera década del siglo XXI, principalmente impulsados por una mayor demanda de China e India. En este contexto favorable, poderosos actores corporativos y estatales han promovido la producción de soja transgénica en la Argentina como una continuación del modelo nacional de desarrollo socioeconómico en beneficio de todos, cuando en realidad son ellos los que cosechan la mayoría de los beneficios políticos y financieros. 


    Aquí pongo de manifiesto cómo una poderosa sinergia de actores influyentes –desde el Estado hasta el agronegocio nacional y transnacional y sus aliados en los medios y las ciencias– han asignado a la biotecnología transgénica usos y significaciones que se nutren de desigualdades estructurales y simbólicas profundas; procediendo así, han logrado crear consentimiento social y disminuir el poder de los movimientos que podrían apartar la trayectoria del desarrollo argentino del extractivismo. Contribuyendo a las perspectivas sobre la economía política del medioambiente, muestro cómo la cultura, el discurso y la identidad nacional son fundamentales para los intereses materiales de las personas en el poder.5 Estos actores poderosos utilizan la cultura para moldear y legitimar una economía política que es muy desigual en términos de clase, género y raza. Concentrándome en esta sinergia, me explayo sobre la justicia ambiental para resaltar cómo los medios políticos y económicos, tanto como los culturales y simbólicos, los mecanismos y estrategias específicas (aunque no únicas) de la Argentina pueden generar consentimiento y apoyo para un modelo extractivista que a sabiendas incrementa el daño humano y ecológico.6 


    Rastreo las raíces culturales de este modelo hasta la misma fundación de la Argentina como nación en el siglo XIX, cuando la elite liberal de la época inició un proyecto “civilizador” con miras a crear una nación, proyecto que condujo al establecimiento de mitos dominantes de la identidad nacional. Esos mitos presentan a la Argentina de principios del siglo XX como una nación europea y moderna y como el “granero del mundo”, esa belle époque en que la Argentina aspiraba a la misma promesa de desarrollo que otros estados colonizados, como Canadá y Australia (Pigna, 2009; Shumway, 1991). Cuando seguimos los hilos estructurales e históricos de estos valores y creencias fundamentales sobre la identidad nacional, podemos ver su impacto duradero en las percepciones de los argentinos sobre la naturaleza, la vida rural, la producción agrícola y el papel de la nación en la economía global.


    Las semillas del poder pone de manifiesto la compleja red de poder oculta detrás del prometedor discurso de la innovación tecnológica para el desarrollo. Poderosos actores que operan desde las esferas del Estado y de las corporaciones, donde domina lo masculino, hasta los agronegocios, el campo y los hogares utilizan distintas estrategias para crear consentimiento, que incluyen la redistribución económica y la referencia a mitos de la identidad nacional y el saber científico. Los “sujetos del poder” –la gente común a cargo de la vida diaria en las comunidades rurales pampeanas, los que viven, trabajan y juegan en las explotaciones de soja o en sus cercanías– tienden a destacar los beneficios de la soja transgénica. Como Leo, muchos que no controlan ni sacan provecho del cultivo se sienten incluidos en ese “nosotros” que se puede jactar de hacer “la mejor agricultura del mundo”. En cierta manera esto tiene sentido, si se considera que en los últimos años las exportaciones de soja han traído prosperidad al sector rural, un enorme alivio tras varias décadas de crisis. Pero es una situación como mínimo desconcertante, si se recuerda que cada vez más gente se enferma mientras la soja crece en las cercanías de sus casas. A pesar de los riesgos que la deriva de los agroquímicos conlleva para el ambiente y la salud, los residentes rurales de la región pampeana con frecuencia desdeñan el daño potencial, minimizan la toxicidad y enfatizan las cualidades de punta de la biotecnología y las recompensas económicas de la producción sojera. Sostengo que consienten porque cosechan beneficios económicos y culturales y porque no “ven” ningún daño, debido a la construcción estratégica de un discurso de bajo riesgo sobre la fumigación agroquímica.


    La teoría y la metodología de la justicia ambiental ponen de relieve las dinámicas de poder desigual en la sociedad, que tienen como resultado una desigual distribución de los costos y beneficios de las prácticas productivas. Gracias a una vasta investigación en el tema sabemos, con certeza casi matemática, que quienes están en lo bajo del espectro del poder, las comunidades empobrecidas y racializadas, soportan una carga desproporcionada de los costos, mientras que los que cosechan los beneficios viven río arriba y con viento a favor, generalmente sin ser afectados por el daño que ellos producen con sus decisiones.7 También conocemos la motivación que impulsa a los que tienen poder de decisión: un mandato general de incrementar la rentabilidad y promover el crecimiento económico (Foster, Clark y York, 2011; Gould, Pellow y Schnaiberg, 2008; Rudel, Roberts y Carmin, 2011; Schnaiberg y Gould, 1994). Pero sabemos mucho menos acerca de las estrategias que los actores corporativos y estatales utilizan para legitimar la injusticia, es decir, cómo crean aquiescencia en situaciones injustas (Auyero y Swistun, 2009; Bell, 2016; Gaventa, 1982; Lukes, 2005; Shriver, Adams y Messer, 2014). Tampoco ha sido objeto de una teorización satisfactoria la manera en que dimensiones múltiples de desigualdad (clase, género, raza/etnicidad, la división rural/urbano, la historia del colonialismo) se intersectan y exacerban la injusticia ambiental (Gould, Pellow y Schnaiberg, 2008; Pellow y Brulle, 2005; Pellow, 2018).


    Este libro ahonda en un aspecto poco explorado en los estudios sobre la justicia ambiental, al considerar a los actores con frecuencia ausentes en estos análisis: los que ocupan un lugar “intermedio” en la distribución de poder y su rol en fomentar y afianzar la injusticia ambiental. Los que detentan el poder son los empresarios del agronegocio, los productores de soja y los funcionarios del Estado; estos individuos controlan y se benefician de la producción agrícola y pueden movilizar la ciencia, los medios de comunicación y la ley a su favor. Abajo están los pobres y los desamparados, aquellos que debido a su clase, género, raza o etnia ocupan los últimos escalones de la sociedad: campesinos indígenas y mujeres de la clase obrera. Los “intermedios” se ubican a lo largo del espectro etnia/clase/género. Son los habitantes rurales de la región pampeana, descendientes de europeos que indirectamente cosechan algunos de los beneficios de la producción de soja, esto es, empleados del agronegocio, propietarios rurales que dan su tierra en alquiler a otros para cultivarla, esposas de productores de soja y otros profesionales y dueños de pequeños negocios que se benefician del desarrollo económico rural pero no están “en el negocio del cultivo”. Lo que esos actores “intermedios” comparten es que, si bien no tienen control sobre el campo, obtienen algunos beneficios de la producción sojera (generalmente en términos de renta o ingresos), pero, como viven cerca de las instalaciones tóxicas (los campos, en este caso), cargan también con los costos ambientales y sanitarios del extractivismo. Como muestro, este grupo, tal vez sin saberlo ni quererlo, es estratégico para la reproducción del statu quo. Este libro describe la posición compleja y ambigua que ocupan estos habitantes de la región pampeana, y también revela las estrategias que actores más poderosos despliegan para sofocar el disenso, cuando los pobres y desamparados se movilizan contra la injusticia.


    Puede ser que este libro no termine con el mensaje de esperanza que transmiten otros trabajos que tratan sobre las luchas por la justicia ambiental. Pero entender cómo los actores poderosos crean aquiescencia sobre la distribución desigual de los costos sociales y ecológicos del extractivismo, y por qué la gente común recrea un sistema injusto, es esencial para una comprensión acabada de las fuerzas que crean –pero que también pueden desafiar– la injusticia ambiental en la Argentina y en el mundo. 


    ¿Qué son los cultivos genéticamente modificados?


    Los cultivos genéticamente modificados son el resultado de un método de cultivo de plantas conocido como ADN recombinante.8 Con la ayuda de una pistola genética, los científicos insertan un gen de otro ser vivo, bacteria o virus, en el ADN de la célula de la planta para expresar la propiedad deseada. Los promotores de esta tecnología han formulado la atrevida pretensión de que mediante ella se pueden modificar los cultivos de manera que expresen características que salvarán al mundo, como el incremento nutricional de un producto. El arroz dorado enriquecido con vitamina A es uno de los ejemplos clásicos de cómo la biotecnología transgénica podría salvar a los hambrientos y a los pobres. Sin embargo, a pesar de los miles de millones de dólares invertidos durante décadas, el arroz dorado todavía no ha sido liberado comercialmente para su cultivo. Más aún, los críticos sostienen que sería una respuesta inadecuada a los problemas sociales y ambientales en Filipinas, país donde esta tecnología busca penetrar.9 La variedad de cultivos transgénicos hoy disponibles es muy limitada. Las dos propiedades transgénicas más comunes, tolerancia a los herbicidas y resistencia a los insectos plaga, se encuentran en cuatro cultivos comercialmente importantes: soja, maíz, algodón y colza. Estos cuatro productos suponen el 99% de todos los cultivos transgénicos plantados en el mundo. La soja constituye el 50% de ese número.10 


    La soja transgénica ha sido modificada para tolerar los herbicidas basados en el glifosato, un desarrollo tecnológico etiquetado por Monsanto como Roundup Ready (RR), porque la soja puede tolerar la fumigación con Roundup, el herbicida más vendido por la empresa. Una nueva variedad de semillas de soja transgénica acumula características de tolerancia al herbicida y resistencia a los insectos plaga (una tecnología desarrollada y vendida por Monsanto como Intacta Roundup Ready 2 Pro, originalmente lanzada en Brasil en 2010 y en la Argentina en 2012). Cultivos resistentes a los insectos plaga (principalmente maíz y algodón, vendidos bajo la marca Intacta) han sido modificados para expresar toxinas Bt, un plaguicida, de tal modo que, cuando los insectos se alimentan del cultivo, mueren por envenenamiento.11 Este desarrollo tecnológico reduce la necesidad de que el productor rural fumigue con insecticidas químicos para controlar las plagas de lepidóteros (en particular, el barrenador del tallo, el gusano cogollero y la oruga bolillera). Las semillas resistentes a los herbicidas actúan de una manera diferente a las semillas tradicionales. En la agricultura convencional, los productores aran antes de sembrar para remover las malezas. Sin embargo, al arar el suelo, se rompe su estructura, lo cual hace que los nutrientes y la humedad se diluyan; este era un problema importante en la región pampeana antes de la adopción de los cultivos transgénicos. Ahora bien, puesto que las plantas de soja RR toleran el herbicida químico, los productores rurales pueden sembrar sin arar y luego pueden fumigar para eliminar las malezas. Este “paquete tecnológico” –la combinación del método de la siembra directa (sin arar), las semillas de soja RR y el herbicida basado en el glifosato– resolvió importantes problemas de sustentabilidad para los productores de la región pampeana. Este procedimiento, por otra parte, simplificó sustancialmente las prácticas de producción, redujo los costos de la mano de obra y de la inversión e incrementó la rentabilidad (como voy a detallar en el capítulo 2). A lo largo de mi trabajo de campo, los productores y los agrónomos con frecuencia cantaban loas a las cualidades revolucionarias del “paquete tecnológico de la soja RR”. 


    La industria biotecnológica presenta los cultivos transgénicos como un beneficio para los productores y el medioambiente, en la medida en que esos cultivos reducirían la aplicación de agroquímicos y permitirían que los productores usen agroquímicos menos tóxicos. En particular el Roundup, basado en el glifosato, es publicitado y vendido como seguro para los humanos y el medioambiente (Glover, 2010; Gillam, 2017). El glifosato es clasificado por la Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos (EPA) y por su contraparte en la Argentina, el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (Senasa), como un producto de baja toxicidad. En la región pampeana, previo a la introducción de la soja RR, los productores fumigaban con herbicidas más tóxicos y más caros. El glifosato sustituyó a estos últimos y simplificó las prácticas de la producción rural, reduciendo la fumigación por hectárea, la mano de obra, los gastos en hidrocarburos fósiles y minimizando el impacto ambiental (Qaim y Traxler, 2005; Trigo, 2011). Con el paso del tiempo, sin embargo, los productores se encontraron con problemas de resistencia en la medida en que las malezas y los insectos se adaptaron a los terrenos transgénicos. Ya en 2002, productores argentinos y estadounidenses comenzaron a informar sobre la emergencia de “supermalezas” en campos plantados con soja y maíz resistentes a los herbicidas. En el verano de 2013 los productores brasileños sufrieron una plaga del gusano cogollero, lo cual provocó pérdidas por miles de millones de dólares en las cosechas de soja y algodón, supuestamente controladas por semillas Intacta resistentes a estos insectos. Tales acontecimientos obligaron a los productores a fumigar con mayor cantidad de agroquímicos para controlar las plagas.12


    El uso de glifosato en la Argentina, los Estados Unidos y Brasil ha aumentado intensamente desde la adopción de las semillas RR (Benbrook, 2016).13 Su toxicidad ha estado bajo un análisis riguroso y creciente desde 2015, cuando el Centro Internacional de Investigación sobre el Cáncer de la Organización Mundial de la Salud (OMS) reclasificaron al herbicida como “probablemente cancerígeno para los humanos” (International Agency for Research on Cancer, 2015). Los productores, a su vez, han vuelto a aplicar herbicidas complementarios de mayor toxicidad, como el paraquat, el 2,4-D, y la atrazina.14 Los productores recurren a un uso creciente de agroquímicos y adoptan nuevas variedades de cultivos transgénicos para mantener una productividad elevada (Binimelis, Pengue y Monterroso, 2009). Así, mientras la industria propone a los cultivos transgénicos como una solución tecnológicamente sustentable, en la práctica, la lógica del capitalismo empuja a los productores a adoptar tecnologías nuevas para sostener la acumulación, aun cuando estas aumentan el riesgo social y ecológico. 


    Los cultivos transgénicos se plantaron por primera vez a escala comercial en 1996. Los Estados Unidos y la Argentina, junto con Canadá, China y México, fueron pioneros en la adopción de la nueva biotecnología transgénica. Veinte años después, la superficie sembrada se acrecentó cien veces, un hecho sorprendente que lleva a algunos a sostener que los cultivos transgénicos son la tecnología agrícola más rápidamente adoptada en la historia de la humanidad desde la invención del arado diez mil años atrás (Jacobsen et al., 2013: 652). En 2017, los cultivos transgénicos cubrían 190 millones de hectáreas, especialmente en tres países: los Estados Unidos, Brasil y la Argentina. (Como referencia, esa cantidad de tierra representa un quinto del total de la superficie terrestre estadounidense y equivale a cinco veces la de Alemania). Estos tres países dan cuenta del 76% de la producción de cultivos transgénicos. Los siete productores más importantes (incluidos Canadá, India, Paraguay y Pakistán) siembran el 95% del cultivo global transgénico.15 


    Como sugieren estos números, los cultivos transgénicos se han expandido rápidamente pero de manera muy desigual. Estos se han encontrado con reacciones variadas a través del mundo (Glover, 2010; Motta, 2014; Schnurr, 2017; Schurman y Munro, 2010; Oliveira y Hecht, 2016). Los productores en los Estados Unidos, Canadá y la Argentina los han aceptado y son cada vez más predominantes en las tierras agrícolas de América del Sur (se expandieron desde la Argentina a Brasil, Paraguay y Bolivia). Pero los cultivos transgénicos se enfrentan con una extendida resistencia en la Unión Europea, en particular en Francia, el Reino Unido y Alemania. Y se han extendido por una fracción del área agrícola de India y Pakistán pero son casi inexistentes en el resto de Asia.16 No hay cultivos transgénicos comerciales en Japón o en la mayor parte de África, aunque actualmente una segunda generación de cultivos transgénicos (resultado de una ingeniería genética que usa tecnologías CRISPR) está siendo promovida por organizaciones filantrópicas como la Fundación Bill y Melinda Gates, particularmente en Burkina Faso y Uganda.17


    Los cultivos transgénicos son presentados como una tecnología que favorece a los pobres y que es ambientalmente sustentable (Dowd-Uribe, 2017; Glover, 2010; Schnurr, 2017). La promesa de estos cultivos es que van a permitir a los pequeños productores de las naciones en desarrollo producir más alimento con menos recursos. Según la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en el mundo 832 millones de personas pasaron hambre en 2017, es decir, uno de cada diez habitantes. La inseguridad alimentaria global se exacerba por los conflictos civiles y los desafíos climáticos que amenazan la producción de alimentos, tales como las sequías, las inundaciones y los huracanes.18 La propuesta es solucionar el hambre, la pobreza y la degradación ambiental aumentando la productividad de los cultivos gracias a la adopción de la biotecnología transgénica. Es una “tarea de grandes proporciones”, dice el primer párrafo del informe del International Service for the Acquisition of Agri-biotech Applications (ISAAA) (Servicio Internacional para la Adquisición de Aplicaciones Agrobiotecnológicas) –un grupo de expertos probiotecnología–, “alimentar al mundo que está en permanente crecimiento y que se prevé que llegue a 9800 millones en 2050 y 11.200 millones en 2100” (ISAAA, 2017: 1). 


    De acuerdo con Jeffrey Sachs, economista y defensor de la sustentabilidad: “Cómo hará el mundo para alimentarse es uno de los problemas sin resolver más complicados del desarrollo sustentable” (2015: 317).19 El objetivo humanitario de alimentar al mundo y el optimismo tecnológico que sostiene ese discurso prometedor de los cultivos transgénicos no son exclusivos de la industria y sus grupos de expertos, sino que son difundidos por intelectuales reconocidos como Sachs, Thomas Friedman (2008) y Steven Pinker (20018). Este tipo de discurso ha prendido en la Argentina. La raíz del problema del hambre global, nos dice el relato, consiste en una combinación de crecimiento poblacional y tecnologías insuficientes, un problema que empeora con el cambio climático. Tomas Malthus fue el primero en advertirnos acerca de la seriedad de este problema, escribe Sachs (2015: 317). En 1798, Malthus teorizó que el crecimiento demográfico tiende a superar la producción de alimentos (2015).20 Comenzando con la “revolución verde” de la década de 1940, el relato maltusiano reforzó los argumentos para la promoción y proliferación de la innovación agrícola en el Sur Global, cuya última manifestación son los cultivos transgénicos, como detallaré en el capítulo 1.


    Las tecnologías agrarias de punta como los cultivos transgénicos son los instrumentos propuestos para el desarrollo sustentable. El objetivo del desarrollo sustentable, según Sachs (2015), es lograr un crecimiento económico que sea socialmente inclusivo y ambientalmente sustentable. Autores como Sachs, Friedman y Pinker han revitalizado la teoría de la modernización en la era del cambio climático. Las ideas de estos pensadores importan porque influyen en la teoría y en la política del desarrollo a nivel global, como lo ejemplifica la Agenda 2030 para un Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas. Como muestro a lo largo de este libro, las ideas de esos autores también fueron adoptadas en la Argentina por dirigentes políticos y agrarios.


    Según ese paradigma, la innovación tecnológica es clave para lograr el objetivo de desarrollo sustentable. Siguiendo la tradición de la teoría de la modernización, esos autores celebran la industrialización y la mecanización como factores que posibilitan el desarrollo económico mediante la utilización de recursos naturales, particularmente el carbón. Pero, si bien el uso de combustibles fósiles a escala masiva le proporcionó a la humanidad la “civilización moderna”, Sachs sostiene: “Tiene efectos colaterales tan funestos, que pone en peligro la civilización misma” (2015: 10). Estamos cerca de alcanzar el punto de inflexión que convertiría a este planeta en inhabitable.21 ¿Cómo hacer, entonces, para continuar con el crecimiento económico minimizando el impacto ecológico? Según esos autores y los teóricos de la modernización ecológica en general, la solución está en el conocimiento que nos permita innovar y adoptar tecnologías “verdes”. Los promotores de los cultivos transgénicos también enfatizan ese punto: el conocimiento es clave para la producción agrícola y, por ende, para la alimentación mundial. Como muestro en el capítulo 2, este relato se funda en la promesa de una modernización ecológica que desligaría la lógica del capitalismo de sus prácticas industriales y tóxicas (Buttel, 2000; Givens, Clark y Jorgenson, 2016; Pinker, 2018). Ese relato se basa en una definición tradicional de desarrollo que equipara cuantitativamente crecimiento económico con bienestar social y que cualitativamente define el desarrollo como una evolución lineal hacia el progreso, la civilización y la mecanización (Gudynas, 2013; Peet y Hartwick, 2015). Esas ideas y creencias tienen sus profundas raíces en los orígenes de la Argentina y han sido apropiadas e implementadas por las elites políticas y económicas para crear consenso social sobre el extractivismo sojero como un instrumento de desarrollo para el país.


    ¿Por qué la soja importa?


    La soja es el cultivo que está en todas partes y acerca del cual la mayoría de la gente nunca piensa. En 2017 la soja cubría 125 millones de hectáreas en el mundo, cultivada especialmente en los Estados Unidos, la Argentina y Brasil.22 (Para hacer una comparación, esa superficie equivale a dos veces las dimensiones de Texas, el estado continental más grande de los Estados Unidos). Una planta de soja alcanza una altura de un metro, forma un arbusto de hojas verdes y cada una de sus vainas contiene tres preciosos granos de color marrón claro (imágenes 1 y 2). 
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    Imagen 1. Plantas jóvenes de soja en la región pampeana central.
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      Imagen 2. Semillas de soja listas para ser plantadas.

    


    Si alguien se pregunta si alguna vez ha comido soja transgénica, la respuesta es que probablemente sí. El 94% de toda la soja plantada en los Estados Unidos son variedades de semillas resistentes a los herbicidas. En la Argentina la cifra sube a casi el 100%.23 Si bien la soja se usa para hacer tofu, leche de soja y tempeh, la mayor parte de la soja que comemos es irreconocible como tal. La soja transgénica ingresa en el sistema alimenticio a través de alimentos procesados y productos de origen animal. El aceite de soja es el aceite comestible más usado por la industria alimenticia. Está en las galletas, el chocolate, las barras de cereal, la margarina, la mayonesa, los condimentos de las ensaladas, los sustitutos lecheros y cárnicos y otros. La fórmula de la leche no vacuna para niños está hecha a base de soja.24 Sin embargo, si aproximadamente el 15% de la soja estadounidense se aplica a la producción de alimentos para el consumo humano, el mercado primario de la soja son los alimentos para animales. Más del 70% de la soja de los Estados Unidos se utiliza para alimentar aves de corral, cerdos, ganado e incluso peces.25 El resto es usado con fines industriales, desde productos de cuidado personal (como cosméticos, cremas para la piel y acondicionadores de cabello) a biodiesel y materiales de construcción. 


    La soja es un negocio rentable. En 2016 la soja y sus derivados (harina y aceite de soja) representaron 86.000 millones de dólares de las exportaciones globales. Los Estados Unidos, la Argentina y Brasil son los más importantes exportadores de soja. Esos tres países poseen el 82% del mercado exportador de la soja y sus derivados (la Argentina es el mayor exportador de aceite y harina de soja en el mundo). China es el mayor comprador de soja en el mundo. Los países asiáticos (con India a la cabeza, seguida por Bangladesh, China y Corea del Sur) importan casi la mitad de toda la exportación de aceite de soja. Casi el 40% de las exportaciones de harina de soja se destinan a los feedlots (corrales de engorde) de la Unión Europea.26


    La promesa de que los cultivos transgénicos aliviarían el hambre en el mundo y ayudarían a solucionar el problema del cambio climático se desploma ante el hecho de que la mayor parte de la soja no se produce para consumo humano. La alta demanda de soja en Asia es una respuesta a la emergencia de una nueva clase media; en la medida en que la gente posee más recursos económicos tiende a comer más carne. Esta rápida demanda de proteína animal, sin embargo, genera una fuerte presión sobre el medioambiente (Patel, 2008; Rosa et al., 2015). La producción de carne implica un uso intensivo de recursos y, por ende, no resulta una forma efectiva o sustentable de alimentar a más gente. Como observan Richard York y Marcia Hill Gossard: “Para producir carne se necesitan hasta diez veces la cantidad de recursos (tierra, energía, agua) que se requieren para cantidades equivalentes de alimento vegetal” (York y Gossard, 2004: 294). La cría intensiva de animales es también una fuente importante de las emisiones de metano, un gas que contribuye al efecto invernadero y al calentamiento global (Jorgenson, 2006). Como sostienen Gustavo Oliveira y Susanna Hecht, la idea de que la soja se expande para responder a las demandas asiáticas tiene que ser remplazada por una “postura más veraz” sobre ese cultivo, o sea, que es producido más por su alta rentabilidad en el mercado internacional que para solucionar preocupaciones humanitarias basadas en una narrativa maltusiana (Oliveira y Hecht, 2016: 252). 


    La cadena global de la soja está controlada por un puñado de empresas transnacionales que se quedan con la mayor parte de los beneficios del comercio del cultivo. Tres empresas multinacionales gigantes (ChemChina-Syngenta, Corteva Agriscience y Bayer-Monsanto) controlan más del 60% del mercado del comercio de semillas y el 70% de la industria agroquímica. Cuatro compañías dedicadas al comercio de granos (ADM, Bunge, Cargill y Louis Dreyfus –conocidas colectivamente como ABCDs–) controlan el 90% de las exportaciones.27 El sector de la alimentación agrícola está cada vez más concentrado como resultado de fusiones y adquisiciones recientes. En 2017, ChemChina adquirió Syngenta, y Dow y Dupont se convirtieron en Corteva Agriscience. En 2018, Bayer se fusionó con Monsanto. En conjunto, los activos de esos tres gigantes del agronegocio significan 352.000 millones de dólares y su renta total anual combinada llega a 190.000 millones. Los ABCDs son exportadores dominantes en América del Sur tras haber adquirido compañías locales y haber invertido en almacenamiento, procesamiento, logística y comercio (Oliveira y Hecht, 2016: 257).28 El capital financiero está también presente en el sistema global de los alimentos, puesto que actores e instituciones financieros (bancos, fondos especulativos y fondos de inversión) pueden negociar –y, cada vez más, especular– con la soja como materia prima en el mercado financiero global y también comprar o alquilar campos para la producción agrícola (Clapp, 2014; Fairbairn, 2014; Isakson, 2014). La cadena de la soja en la Argentina refleja la tendencia global hacia un incremento de la concentración y de la integración (Leguizamón, 2016a; Turzi, 2017).


    En dos décadas la Argentina se ha posicionado en el sistema global de alimentos como un proveedor estratégico de soja para el complejo ganadero (McMichael, 2009; Teubal, 2008). Como voy a explicar en el capítulo 1, esto ocurrió como resultado de un proceso de reestructuración agraria neoliberal que se dio en la década de 1990 y se aceleró drásticamente con la introducción de semillas resistentes a los herbicidas en 1996. Esta transformación agraria dio como resultado un boom sojero. Entre 1996 y 2015, la producción se expandió anualmente. En 2015, cerca de 21 millones de hectáreas estaban sembradas con soja transgénica, más de la mitad de toda la tierra cultivada.29 Año tras año, los productores batieron récords de cosecha. En 2015 se cosecharon 60 millones de toneladas; el 96% se destinó al mercado de exportación. La participación de la soja en el total de las exportaciones argentinas es muy significativa: entre 1996 y 2015 las de soja significaron entre un cuarto y un tercio del total de las exportaciones.30 Además de la soja, la Argentina es un gran exportador de maíz, trigo y otros granos. De hecho, los cereales, los aceites vegetales y otros productos agropecuarios y derivados constituyen más del 60% de todas las exportaciones argentinas para 2015. 


    La cadena sojera está consolidada en un puñado de grandes agronegocios que guían la producción agrícola desde lejos, a distancia de las realidades sociales y ambientales donde se cultiva la soja. Grandes empresas privadas tienen el poder de guiar el desarrollo tecnológico en la medida en que proveen mucha de la financiación para investigación y desarrollo (Leguizamón, 2016a; Oliveira y Hecht, 2016).31 Gracias a la adopción del paquete tecnológico de la soja RR, se puede cultivar un producto uniforme y estándar, esencial para cumplir con las necesidades de lo que Philip McMichael (2009, 2013) llama el “régimen alimentario corporativo”. La soja es un cultivo “flexible” preferido porque se puede obtener indistintamente en la Argentina, Brasil o Paraguay y se lo puede someter a usos múltiples y maleables mediante su procesamiento en alimentos, combustibles, carne animal o materiales para la construcción (Borras et al., 2012; Oliveira y Hecht, 2016: 256). Esto es conveniente y rentable para los actores empresariales nacionales y transnacionales que controlan la producción agrícola y guían la innovación tecnológica. Las elites políticas también se benefician porque logran contener conflictos sociales acelerando el crecimiento económico (Schnaiberg, 1980; Gould, Pellow y Schnaiberg, 2008). Los actores empresariales y estatales son aliados en la promoción de la biotecnología transgénica, puesto que cosechan los beneficios políticos y económicos de un crecimiento económico ininterrumpido (Otero, 2012).


    ¿Pero qué sucede en lo cotidiano? Hasta ahora las investigaciones sobre la economía política de la soja han estudiado los macroprocesos que transcurren por las nubes, y de esta manera se les ha escapado la dimensión humana de la cuestión. El relato de los cultivos transgénicos promovidos por la industria y por los académicos de la modernización también tiende a altos niveles de abstracción, puesto que desliga la producción agrícola de sus contextos sociales y ecológicos, al presentar los cultivos transgénicos como una solución única para el desarrollo sustentable. Lo que necesitamos son estudios que vayan más allá de generalizaciones acerca de los beneficios que los cultivos transgénicos podrían ofrecer a una población “pobre” abstracta y concentrarnos en los contextos específicos en que se adoptan cultivos específicos (Dowd-Uribe, 2017; Glover, 2010; Leguizamón, 2014, 2016a; Schnurr, 2017). Partiendo de los estudios de nivel macro de la economía política del desarrollo y el medioambiente, incluidos los míos, exploro aquí los niveles meso y micro de la producción de soja en la Argentina, concentrándome en las comunidades rurales de la zona pampeana, el sector agroexportador histórico de este país. De este modo inserto la soja RR en su contexto, vinculando la agricultura basada en un conocimiento supuestamente inmaterial con los cuerpos, los recursos y las prácticas materiales que hacen posible el extractivismo. Así, rastreo la acción del poder a través del espectro de la vida social, desde las instituciones políticas y económicas de gran escala hasta las interacciones cotidianas. De este modo demuestro cómo la soja transgénica importa no solo como un cultivo agroindustrial rentable, sino como un espacio para estudiar las dinámicas del poder que crean y legitiman la injusticia social y ambiental.


    Sinergias del poder


    Distintas fuerzas han desempeñado un papel para hacer que la Argentina acepte una transformación agraria masiva basada en la expansión de la soja transgénica. Propongo la expresión “sinergias del poder” como un atajo conceptual para referirme a las dimensiones estructurales y simbólicas de dominación interseccional que operan simultáneamente en el tiempo para crear, acrecentar y legitimar la injusticia ambiental.32 


    Las investigaciones sobre la justicia ambiental generalmente se dedican a estudiar una o dos dimensiones de la desigualdad social; la mayoría de ellas se enfocan en estudiar la manera en que las desigualdades raciales y de clase se relacionan con la exposición a los riesgos ambientales.33 Pero a ese enfoque estricto se le escapa el panorama general. Las desigualdades sociales en la experiencia cotidiana (de raza, etnicidad, género o clase) no se basan en categorías estrictamente separadas, sino que, como sostiene David Pellow, “se refuerzan mutuamente en la medida en que tienden a operar juntas para producir y mantener sistemas de poder, privilegio y subordinación a nivel individual y colectivo” (2018: 19).34 Los estudios tradicionales sobre justicia ambiental se concentran casi exclusivamente en el caso estadounidense, de modo que sus conclusiones sobre el rol del racismo en las relaciones socioambientales con frecuencia no son aplicables a los países latinoamericanos, que tienen diferentes sistemas de jerarquía y clasificación raciales (Sundberg, 2008). Más aún, al concentrarse en las luchas colectivas por la justicia ambiental, no perciben el panorama más amplio: la aquiescencia es con frecuencia la norma.35 Enfrento estas limitaciones al estudiar cómo las formas de poder y desigualdad históricas intersectan entre sí y exacerban la injusticia ambiental. Y a ese propósito considero las jerarquías raciales y de género que resultan del colonialismo, concentrándome en la ausencia de movilización y analizando los esfuerzos de las elites políticas y económicas para sofocar el disenso. 


    El poder subyace a las dinámicas socioecológicas que producen la injusticia ambiental (Gould, Pellow y Schnaiberg, 2008; Mohai, Pellow y Roberts, 2009; Rudel, Roberts y Carmin, 2011; Pellow y Nyseth Brehm, 2013). Sin embargo, la mayoría de estas investigaciones con frecuencia no se plantea directamente la cuestión de cómo opera el poder (Shriver, Adams y Messer, 2014). Antes bien, en el estudio de la injusticia ambiental, las operaciones del poder se dan por supuestas. Como ya indiqué antes, en esos estudios es un tema recurrente sostener que los actores poderosos viven río arriba y con viento a favor, lejos de las instalaciones tóxicas que ellos comandan y de las que se benefician, mientras que las comunidades pobres y de minorías raciales soportan el impacto tóxico de los procesos extractivos y productivos y en última instancia tienen que movilizarse en busca de una reparación (Bullard, 1990; Cole y Foster, 2001; Mohai, Pellow y Roberts, 2009). Estas investigaciones con frecuencia se dedican a documentar la distribución del daño ambiental.36 Pero las estrategias, los mecanismos y las dimensiones del poder que crean y sostienen esa dinámica desigual rara vez son explorados. Al colocar el estudio del poder en el centro de la investigación de la justicia ambiental, pretendo poner de relieve los procesos discursivos y de legitimación –muchas veces desatendidos– que sostienen la injusticia (Roscigno, 2011: 350). Porque, como afirma Steven Lukes, la “más invasiva e insidiosa forma de poder” se ejerce cuando los sujetos acatan su situación de dominados y así permanecen aquiescentes ante la injusticia (Lukes, 2005: 28).


    Las raíces del poder


    El libro comienza rastreando las raíces históricas y culturales de la economía política del extractivismo sojero en la Argentina. Es importante establecer que esa dependencia de las exportaciones agrícolas para obtener divisas no es un desarrollo reciente para la Argentina, y tampoco lo es la producción agrícola capitalista a gran escala en la región pampeana. Ya en la década de 1940 teóricos estructuralistas de la dependencia como Raúl Prebisch, Osvaldo Sunkel, Fernando H. Cardoso y Enzo Faletto escribían sobre la desventaja intrínseca de la dependencia regional de la exportación de materias primas (Bértola y Ocampo, 2012; Cardoso y Faletto, 1979; Kay, 1989). Siguiendo a Karl Marx, emprendieron un abordaje histórico al estudiar la economía política latinoamericana. Los orígenes del extractivismo, sostuvieron, deberían rastrearse hacia el período colonial. Yo también empleo un enfoque histórico para estudiar las formaciones estructurales y, así, el poder y la injusticia. Presto atención a las dimensiones temporales de la desigualdad porque el poder y el privilegio se incrementan con el tiempo, y también considero las dimensiones culturales de la desigualdad. Desde las críticas de Max Weber y Antonio Gramsci a Marx, los sociólogos han prestado atención a la manera en que la historia y la cultura están insertas en la estructura social (Weber, 2001 [1904]; Gramsci, 1971). Al considerar cómo la cultura se entrelaza con la historia estructuralmente y en términos de interacción, muestro cómo la cultura sirve para formar y legitimar la economía política del extractivismo, y así, promover el consentimiento expreso y tácito.


    El capítulo 1, a continuación, es una historia cultural del extractivismo sojero, desde los comienzos de la nación hasta hoy. Rastreo cómo la producción agroindustrial destinada a la exportación ha estado en el centro del proyecto de desarrollo de la Argentina, desde su independencia de España a comienzos del siglo XIX. Muestro cómo los miembros de la elite intelectual de esa época, conocida como la Generación de 1837, utilizaron su poder económico, político, militar y discursivo para configurar la estructura social de la Argentina y, lo que es más importante, para legitimarla. En la tarea de construir la nación, la Generación de 1837 desarrolló para la Argentina un modelo basado en los ideales de la ilustración europea, la modernización y la ventaja comparativa. Con ensayos y novelas, estos intelectuales forjaron el futuro de la nación. El Facundo de Domingo Faustino Sarmiento estableció una dicotomía fundacional de “civilización o barbarie” que marcó el tono del proyecto de construcción de la nación y se convertiría en un mito orientador de la identidad nacional argentina, según el cual hay que dominar la naturaleza para hacerla productiva (Sorensen, 1996; Shumway, 1991). El uso de la violencia infligida a los pueblos indígenas y a los ecosistemas mediante operaciones militares y la introducción de tecnologías agrícolas fue otro de los principales mecanismos de control social. Así también muestro cómo las elites del siglo XIX presentaron un plan para despojar a los pueblos indígenas de sus territorios y para poblarlos con inmigrantes europeos. La llamada “Conquista del Desierto” implicó la eliminación y el desplazamiento de las poblaciones indígenas (Gordillo y Hirsch, 2003; Halperin Donghi, 2010). Ese proyecto de construcción de la nación configuró la estructura agraria de la Argentina. 


    Durante los siglos XIX y comienzos del XX, inmigrantes europeos se instalaron en la región pampeana y establecieron un tipo de agricultura capitalista basada en la producción a gran escala con destino a la exportación. Esos inmigrantes son conocidos como “chacareros”, “gringos” y “colonos”, más parecidos a los farmers estadounidenses que a los campesinos latinoamericanos. Al iniciarse el siglo XX, los chacareros, con sus nuevas tecnologías, convirtieron la región pampeana en el motor de la economía argentina mediante exportaciones agropecuarias, como el trigo y la carne vacuna. Este es el origen de un segundo mito orientador de la identidad nacional, el de la Argentina como “el granero del mundo” (Pigna, 2009; Shumway, 1991). Como muestro en los capítulos 1 y 2, a comienzos del siglo XXI las elites políticas y económicas pusieron en marcha el prometedor discurso de los cultivos transgénicos para alimentar al mundo de manera sustentable, un discurso basado en la modernización ecológica, que además encuentra sus raíces culturales en esos mitos de la identidad nacional. 


    Una manera importante en que el poder opera para modelar y contener el conflicto es a través de la movilización de los prejuicios.37 Los poderosos se inspiran en discursos que se centran en valores culturales compartidos para imponer y legitimar el poder y la desigualdad. Como sostiene Marisol de la Cadena (2010), esta forma del poder se ejerce mediante la exclusión lisa y llana de la escena política de ciertos actores y temas. El proyecto de construcción de nación promovido por la elite liberal del siglo XIX se basó en una ideología asimilacionista. Creó el mito dominante de la Argentina “blanca” descendiente de europeos, donde no existen la raza ni el racismo (Alberto y Elena, 2016). Esto, a su vez, invisibilizó y marginalizó a los pueblos indígenas.38 Una consecuencia menos estudiada de esta ideología, sobre la cual quiero llamar la atención, es que también creó una economía política basada en la desigualdad de género.


    Los inmigrantes europeos recién llegados a la zona pampeana organizaron la fuerza de trabajo según los lineamientos de género europeos, con los hombres (maridos, padres e hijos adultos) como responsables del cultivo comercial y las mujeres encargadas de administrar la casa. Los roles de género en el ámbito de la producción de soja transgénica intensificaron los modelos de inequidad y desigualdad de género en la región; hasta hoy son hombres descendientes de europeos quienes controlan la producción de soja a gran escala (Stølen, 2004, 2015; Ferro, 2013). En la economía política del extractivismo sojero, los sujetos racializados (personas indígenas, pequeños agricultores campesinos) y los sujetos feminizados (mujeres que se identifican principalmente como madres y cuidadoras) están en una posición inferior en la jerarquía social y, así, quedan excluidos del poder de decisión sobre la producción a gran escala.


    La revolución de las pampas 


    Otra pieza importante del rompecabezas que explica la aquiescencia es la redistribución económica. Hay consentimiento porque en el corto y mediano plazo parte de las ganancias de la producción de soja transgénica se derrama sobre los pueblos rurales. La abundancia material creada por el boom sojero en las ciudades rurales de la zona pampeana contrasta con el largo período de crisis de años anteriores. “Todos vivimos del campo” era lo que me repetían los residentes de la zona pampeana. La dependencia económica, nos dice la bibliografía, ahoga la movilización.39 Cuando la gente es económicamente dependiente de una única industria, es poco probable que proteste contra ella. Ese es también el caso de los pueblos rurales sojeros en la Argentina.


    Pero aquí no se acaba la historia. Las operaciones del poder no siempre están a la vista (Bachrach y Baratz, 1962; Gaventa, 1982; Lukes, 2005). Como mencioné antes, junto con la distribución de recursos materiales, poderosos actores movilizan valores culturales y creencias para contener las quejas y obtener consentimiento. En la Argentina, los actores empresariales y estatales han utilizado su poder discursivo para presentar la biotecnología transgénica como un desarrollo positivo y necesario, una estrategia clave para crear un consenso hegemónico sobre el extractivismo sojero como una estrategia clave de acumulación (Gras y Hernández, 2016; Newell, 2009). Los medios de comunicación, en particular, constituyen una de las estrategias más eficaces y más usadas para promover el consentimiento expreso y tácito (Herman y Chomsky, 2002; Lukes, 2005; McChesney, 2000). En el capítulo 2 muestro cómo poderosos actores empresariales y estatales movilizan un discurso prosoja que relaciona estratégica y eficazmente el discurso de la modernización ecológica/desarrollo sustentable de los cultivos transgénicos como “alimento del mundo” con los mitos orientadores de la identidad nacional de la Argentina. Puesto que ese encuadre de la biotecnología transgénica armoniza con creencias profundas de la identidad nacional, los habitantes de la región pampeana están –usando las palabras de Rachel Schurman y William Munro (2010: xvi-xvii)– “culturalmente predispuestos” a percibir la tecnología bajo una luz positiva y sin mucho cuestionamiento. Esto es así porque es la manera en que perciben el mundo. Por eso, la dependencia económica y la identidad cultural creadas en torno a la innovación tecnológica agrícola en los grandes pueblos rurales han obtenido consenso sobre los beneficios de la agroindustria. 


    Se habla menos de los costos del boom sojero: pueblos abandonados, deforestación rápida, apropiación violenta de tierras, desalojo de campesinos e indígenas, concentración empresarial de tierras, pérdida de la seguridad alimentaria y riesgos crecientes para el ambiente y para la salud provocados por la fumigación agroquímica. Una bibliografía bien establecida sobre la economía política del medioambiente sitúa el origen de los problemas sociales y ambientales en la lógica del capitalismo (Foster, 1999; Foster, Clark y York, 2011; O’Connor, 1998; Pellow y Nyseth Brehm, 2013; Rudel, Roberts y Carmin, 2011). La teoría de la cinta de la producción (treadmill of production, en inglés) refuta la teoría de la modernización ecológica sostenida por los promotores de la biotecnología transgénica. Allan Schnaiberg y Kenneth Gould, teóricos de la cinta de la producción, sostienen que los actores sociales poderosos (las elites políticas y económicas) promueven la innovación tecnológica para acelerar la producción y la extracción de recursos naturales (Schnaiberg, 1980; Schnaiberg y Gould, 1994; Gould, Pellow y Schnaiberg, 2008). Esto conduce a una disminución de los beneficios sociales en la medida en que las máquinas remplazan a los trabajadores, y a un incremento del daño ecológico debido a la polución y al agotamiento de los recursos naturales.


    Así, en el capítulo 2 yuxtapongo el encuadre positivo de la producción de soja transgénica –el crecimiento económico, el discurso que promete modernidad– y la deuda social y ambiental que resulta de su expansión. Desde la perspectiva de los estudios tradicionales sobre la justicia ambiental, esperaríamos que las comunidades rurales en la región pampeana, confrontadas con una degradación socioecológica creciente, se organizaran para oponerse. Pero este no es el caso. Sostengo que otra pieza del rompecabezas de la aquiescencia –junto con la dependencia económica y la identidad cultural– es que los habitantes rurales no “ven” las consecuencias negativas que podrían ser encuadradas como un motivo de queja digno de movilización. Por el contrario, cuando los productores sojeros y sus vecinos rurales contemplan los campos que rodean sus casas, no perciben la toxicidad potencial y los riesgos nocivos para la salud de la exposición a los agroquímicos. En cambio, usando sus anteojos “modernizantes” (como los mitos orientadores que componen su visión del mundo), ven la productividad y la ventaja tecnológica (una naturaleza “civilizada”) así como la naturaleza misma (verde y tranquila como opuesta a la vida contaminada y atareada de las ciudades). 


    Los estudios sobre los movimientos sociales son claros: ¿Por qué movilizarse si no hay un motivo de queja que merezca la pena hacerlo? Si bien hay por todas partes razones para quejarse, no todas las injusticias conducen a la acción colectiva (McAdam, 1982; McCarthy y Zald, 1977). Los teóricos del encuadre sostienen que la manera en que la gente interpreta sus problemas es esencial para la participación (Benford y Snow, 2000; Goodwin, Jasper y Polletta, 2004; Jasper, 2011). Los encuadres captan las dimensiones culturales y emocionales de los movimientos y sirven no solo como “dispositivos de persuasión” para captar adherentes, sino también como “marcos interpretativos” (Polletta y Ho, 2006: 190). Con frecuencia, un problema necesita ser visible para que ocurra una “transformación de la conciencia”, de tal manera que la gente pueda interpretar/encuadrar el problema como un motivo de queja que requiere un remedio (Bell, 2016, 3-4; McAdam, 1982). En su estudio sobre la aquiescencia entre la población minera en los Apalaches estadounidenses, Shannon Bell (2016) muestra cómo los peores aspectos de la extracción del carbón quedan fuera de la vista y así “fuera de la mente”. Igualmente, Kari Norgaard (2011) afirma que una razón de la inacción frente al cambio climático es que las peores consecuencias del calentamiento global todavía no son aún plenamente visibles ni experimentadas. 


    Sin embargo, como estas y otros autores y autoras sostienen, la visibilidad/conciencia de los riesgos ambientales no es una experiencia objetiva, sino que está construida socialmente (Auyero y Swinstun, 2009; Beamish, 2002; Bell, 2016; Gould, 1991, 1993; Norgaard, 2011; Stauber y Rampton, 1995). Actores poderosos pueden influir en las percepciones, cogniciones y preferencias en situaciones de conflicto latente. Los impactos de la exposición a los agroquímicos sobre la salud y el ambiente no son con frecuencia directamente visibles; requieren expertos en medicina y medioambiente para determinar y comunicar el riesgo (Brown, 1992; Cable, Shriver y Mix, 2008; Harrison, 2011; Kinchy, 2012). Las consecuencias negativas de la deriva de los pesticidas se despliegan lentamente en el tiempo, ya que los productos agroquímicos se acumulan en el suelo, el agua, el aire y los cuerpos durante años y años de incesante fumigación tóxica. La exposición crónica a los riesgos ambientales es un problema “silencioso”, como sostiene Thomas Beamish (2002), e invisible, como sostengo yo, que oscurece la visibilidad necesaria para la transformación de la conciencia requerida para la acción colectiva. Cuando las autoridades empresariales y estatales, con la ayuda de sus expertos, minimizan el riesgo para legitimar las tecnologías productivas, crean aquiescencia entre el público lego, que confía en que los expertos lo protejan. La gente de campo, aquellos que se ganan la vida con la producción de soja, en particular los empleados de los negocios agrícolas y los propietarios que alquilan sus campos, están atrapados “entremedio” y ayudan a perpetuar la injusticia invocando el conocimiento científico y los mitos culturales de la identidad nacional para apoyar la producción de soja.


    El elefante en el campo


    El poder es más efectivo cuando los sujetos aceptan el orden de las cosas (el statu quo) y cumplen voluntariamente con su posición de subordinación. En estos tiempos, las quejas permanecen latentes. Aunque difícil, un análisis muy necesario del poder requiere que ampliemos su alcance de modo que incluya las quejas latentes y susceptibles de provocar un conflicto para comprender cómo los sujetos aceptan y reproducen su posición estructuralmente desempoderada (Gaventa, 1982; Lukes, 2005). Cómo reconocer descontentos latentes, que son casos claros de eventos que ni suceden ni se observan, plantea un importante desafío a los investigadores. Sin embargo, en este caso, los motivos de queja estaban ocultos a plena luz del día. Eran “el elefante en la habitación” (Zerubavel, 2006). Los riesgos reales y potenciales de la exposición a los agroquímicos están claramente presentes en las comunidades rurales de las pampas, aunque la mayoría de los residentes que encontré simulaban activamente no notarlos.


    En el capítulo 3, entro en las casas de las comunidades rurales de la región pampeana, hasta el nivel de las interacciones y las emociones, para mostrar cómo los descontentos se mantienen latentes entre el público. Cuento las historias de un grupo de mujeres de una localidad sojera que llamo Santa María para mostrar que los descontentos latentes existen y, además, justamente por eso, para poner de manifiesto la eficacia de los mecanismos del poder para crear aquiescencia. Estas mujeres son madres que se benefician de la producción sojera, generalmente a través de la participación de sus maridos en el agronegocio. En público todas estas mujeres celebraban la producción sojera y reiteraban: “todos vivimos del campo”. Pero, en privado, entre murmullos y susurros, compartieron conmigo sus preocupaciones y miedos por la fumigación de agroquímicos tóxicos. En sus comunidades, estas mujeres advierten índices crecientes de cáncer entre sus vecinos, abortos espontáneos entre mujeres saludables y malformaciones en recién nacidos. En oposición al relato compartido que describo en el capítulo 2 (pura ganancia, ningún costo), estas madres “ven” –perciben– el impacto negativo del extractivismo sojero. Pero, si bien comparten quejas latentes, no actúan en consecuencia. Si bien en privado se preocupan, en público silencian y niegan. Esto nos conduce a interrogar los factores que impiden que la resistencia individual se transforme en acción colectiva (Shriver, Adams y Messer, 2014).


    En el tercer capítulo muestro cómo las mujeres de Santa María construyen socialmente la negación a través de la duda, el silencio y controlándose a sí mismas y a otros.40 También muestro cómo las percepciones de daño ambiental tienen un componente emocional, de género. Los sujetos feminizados responsables por los niños priorizan el cuidado y la precaución –una manera de conocer que es lo opuesto a lo que manifiestan los productores y los expertos (varones y masculinizados) que enfatizan el bajo riesgo y priorizan las ganancias y el crecimiento–. Pero si como personas generizadas esas mujeres pueden “ver”, su baja posición en la estructura social las obliga al silencio. Siguiendo a Vincent Roscigno (2011), resalto los rasgos dinámicos y relacionales del poder. Como ya se indicó, hay jerarquías entre la gente de campo. Si bien esas mujeres y madres gozan de los beneficios económicos y el privilegio otorgados por la posición de sus maridos, ellas mismas no tienen ningún control sobre la producción agrícola. Atrapadas “entremedio”, canjean poder por apoyo y crean de forma activa su aquiescencia.


    A contragrano


    El conflicto hace al poder explícito. Un conflicto abierto revela la existencia de motivos de queja como una contradicción entre los intereses de las elites del poder y sus sujetos y la resistencia intencionada de estos a la dominación (Gaventa, 1982; Lukes, 2005). En el capítulo 4 me concentro en los que soportan los costos más severos del modelo de la soja transgénica y que se han organizado para protestar contra la injusticia ambiental resultante. Son asambleas ciudadanas lideradas por mujeres en defensa de la salud y la vida, motivadas por la propagación de enfermedades provocadas por los agroquímicos en la región pampeana. También son movimientos de campesinos e indígenas que defienden la vida contra los desalojos forzosos y la devastación de sus territorios, que resulta de la expansión de la frontera agrícola. Esos movimientos están desarrollando un trabajo importante pero no reciben la atención que uno podría esperar dada la urgencia de sus demandas. 


    Para peor, los y las activistas enfrentan barreras que resultan de dos siglos de exportación agraria: sus propias necesidades económicas (los activistas son pobres o de clase obrera), su género (movimientos liderados por mujeres que se identifican como madres que están preocupadas por el impacto de la deriva de los agroquímicos sobre la salud de sus hijos), su etnicidad/raza (campesino-indígena), y el bienestar económico/dependencia de los campos que los rodean y del país en general. También enfrentan barreras culturales profundamente arraigadas, erigidas por los mitos orientadores de la identidad nacional argentina. Los marcos de sus movilizaciones, que se oponen directamente a la producción agrícola a gran escala, no resuenan con los valores y las creencias de la mayoría. Como sostienen Schurman y Munro (2009), la cultura determina las chances de éxito del activismo anti-transgénico. Pero aquí muestro cómo la “economía cultural” también constriñe y sofoca el activismo al crear aquiescencia en la población general. Esenciales para esto, sostengo, son las estrategias manifiestas y encubiertas que las elites del poder despliegan para detener, silenciar y desmovilizar a los activistas y sus demandas. Así pongo de manifiesto cómo los actores empresariales y estatales, con la ayuda de sus expertos, usan su poder estructural y simbólico para disminuir el poder de los movimientos sociales que en otro caso podrían desviar la trayectoria del desarrollo de la Argentina lejos del extractivismo.


    En los campos y en las cocinas


    Las semillas del poder es un estudio de caso sobre la transformación agraria argentina basada en la adopción temprana y la implementación intensiva de la soja transgénica resistente a los herbicidas. Los estudios de caso nos permiten captar la textura compleja y rica de la vida social al concentrarnos en el estudio detallado de un único caso (Walton, 1992: 124). Esto es clave para estudiar las manifestaciones explícitas y ocultas del poder (Gaventa, 1982; Lukes, 2005; Roscigno, 2011).
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